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INTRODUCCIÓN

La movilidad humana representa un fenómeno determinante en la realidad mundial, de modo que no existe región del planeta que actualmente no experimente actividades migratorias, más bien por el contrario, las corrientes migratorias han ido aumentando considerablemente como consecuencia de múltiples factores. Si bien en estos tiempos acudimos a una deconstrucción de los mitos que se establecieron históricamente para problematizar la cuestión, existen todavía numerosos obstáculos que atentan contra los derechos fundamentales de las personas que, voluntaria o involuntariamente, se ven en la necesidad de abandonar sus países de origen.

Aunque los países latinoamericanos no constituyen el destino de preferencia de las personas migrantes para lograr el mejoramiento de las condiciones de vida
, actualmente concurrimos a un incremento del flujo migratorio en la región, respecto del cual, se encuentran instaladas preocupantes teorías -tanto en la opinión pública como en sectores de poder, liderados por partidos políticos- que proponen la inconveniencia de que a las personas migrantes le asistan iguales derechos que a los nacionales del país receptor.

En lo referente a la Argentina, los derechos fundamentales de los/as trabajadores/as migrantes y miembros de sus familias, no han gozado de un reconocimiento pleno y universal de sus derechos en todos los tiempos, e incluso históricamente, se han privilegiado a ciertos grupos de migrantes en desmedro de otros por cuestiones que obedecieron a prejuicios en razón de la nacionalidad o la procedencia étnica.

Actualmente, si bien es cierto que se han dado numerosos avances en la legislación argentina, todavía es posible advertir que muchos derechos fundamentales se encuentran condicionados, limitados e incluso prohibidos para las personas migrantes, ello como consecuencia de que aún en varios sectores se plantea la necesidad de precisar “lo que está en juego con la inmigración” y contrastarlo igualmente con “lo que está en juego en la hospitalidad”
. En este sentido pareciera olvidarse el principio de la universalidad de los derechos que le son inherentes a todo ser humano.

En el presente informe, tal como a continuación se indica, abordaremos la situación actual de los derechos de los/as trabajadores/as migrantes y miembros de sus familias en Argentina, haciendo principal hincapié en las debilidades existentes en la legislación nacional a la luz de los compromisos asumidos desde la ratificación de la Convención Internacional sobre Trabajadores Migrantes y Miembros de sus Familias y enfatizando asimismo en los grupos vulnerables entre quienes se hallan las mujeres trabajadoras y las personas migrantes en situación irregular. 

a) Breve reseña histórica de la legislación Migratoria Nacional

  Desde la consolidación del Estado Argentino con la sanción de la Constitución Nacional en 1853, surgieron diversas legislaciones que han sido contestes con la historia y la política migratoria de la nación y, consecuentemente, se ha visto relativizada la protección de las personas migrantes. En el texto primigenio de la Constitución -vigente hasta la actualidad-, se reconoció que “los extranjeros [de cualquier origen] gozan en el territorio de la Nación de todos los derechos civiles del ciudadano”
.

Es de destacar no obstante, que el contexto histórico en el que se encuadra la sanción del texto constitucional, se vincula fundamentalmente con el período de fomento a la colonización del territorio y principalmente con el estímulo a la inmigración europea
.

A este mismo tenor, la primer ley relativa a la Inmigración y Colonización, fue la ley 817 de Inmigración y Colonización de 1876 (conocida como Ley Avellaneda) definía al inmigrante como “todo extranjero jornalero, artesano, industrial, agricultor o profesor menor de sesenta años que llegue al país para establecerse…”
. Se trata de una ley protectora del inmigrante, puesto que incluía disposiciones tales como las relativas a la condición sanitaria de buques de traslado, alojamiento y manutención a cargo del Estado durante un cierto período desde la llegada al puerto, entre otras disposiciones de carácter asistencialista. 
La sanción de la ley 4144
 que habilitó al Poder Ejecutivo a expulsar a los migrantes sin necesidad de juicio previo, se instauró en Argentina una cruda política de hostigamiento a personas migrantes. Correlativamente se sucedieron numerosos decretos de amnistía y diversas reglamentaciones que determinaron fluctuaciones importantes en materia de derechos fundamentales de personas migrantes, y que fundamentalmente obedecían a los intereses económicos del país. 

Posteriormente y conteste con las variables del modelo socioeconómico y político imperante, se sucedieron diversas leyes y decretos/leyes que introdujeron una brecha de clara desigualdad entre las personas migrantes y las nativas argentinas y principalmente con relación a los migrantes que llegaban y permanecían en el país de manera irregular
. Por su parte, el aspecto xenófobo y racista no estuvo ausente en la legislación nacional y en 1970, bajo el gobierno de facto del General Roberto Levinston, un decreto presidencial mediante el cual se aprobaban políticas nacionales concordantes con el acta de la revolución argentina, introducía una disposición relativa a la migración por la cual se indicaba “impulsar la inmigración de carácter selectivo, procurando mantener la actual composición étnica de la población y teniendo en cuenta los requerimientos de desarrollo y seguridad”
.
En 1981, bajo el gobierno dictatorial de Jorge Rafael Videla, se promulga la ley 22439
, que instauró una política migratoria altamente reprobable, cuyos lineamientos generales se encuadraron en el contexto represivo de aquella época y en la doctrina de la seguridad nacional, la cual resulta claramente contraria a los principios constitucionales y las obligaciones asumidas internacionalmente en materia de derechos humanos
. Los decretos 1434/87 y 1023/94, adoptados por gobiernos democráticos, confirmaron los criterios de aquella ley, siendo proclives a establecer estrictos controles de la situación de los migrantes que se encontraban en el país y tristemente, todavía privilegiaron a la inmigración europea con lo que se perpetuó la desigualdad estructural con personas de otras nacionalidades que deseaban establecerse en el país.
El fundamento de los párrafos precedentes en este informe, pretende demostrar cual débil ha sido en la historia argentina el respeto y la garantía a la efectiva satisfacción de los derechos humanos de personas migrantes, y concurrentemente busca persuadir de la necesidad de que los avances que en adelante se hagan, tanto a nivel legislativo, como institucional y social, sin dudas supone la incorporación de políticas de amplio alcance que logren introducir transversalmente -esto es en la sociedad, en las instituciones y en el Estado en todos sus niveles-, criterios que permitan poner en marcha los derechos y garantías recientemente reconocidos a favor de las personas migrantes y miembros de sus familias.
II- Régimen legislativo actual 

a) Ley de Migraciones 25.871 y su Decreto Reglamentario 616/2010
Interesa destacar, que la actual Ley Nacional de Migraciones Nº 25.871
, representa un valioso avance en materia de reconocimiento de derechos a personas migrantes, al tiempo que resulta consonante con la Constitución Nacional y con los Pactos Internacionales de protección de derechos humanos -entre los que se encuentra la Convención Internacional sobre la Protección de los Derechos de todos los Trabajadores Migratorios y de sus Familias
- (en adelante Convención sobre Trabajadores Migrantes), signados por la República Argentina, lo que evidencia una aplicación del principio de progresividad en el orden interno nacional para con las personas migrantes. En efecto, la ley reconoce el derecho a la migración como esencial e inalienable de la persona y la República Argentina lo garantiza sobre la base de principios de igualdad y universalidad
. Concurrentemente, el artículo 6, declara que “El Estado…, asegurará el acceso igualitario a los inmigrantes y sus familias en las mismas condiciones de protección, amparo y derechos de los que gozan los nacionales…”, haciendo especial referencia a los derechos económicos, sociales y culturales. Más adelante, los artículos 7 y 8 de la ley, destacan que el acceso a los derechos a la educación y a la salud no se verán restringidos en ningún caso en virtud de la irregularidad migratoria. No obstante, no sucede lo mismo con el derecho al trabajo, el cual, como más adelante se desarrollará, está expresamente prohibido para los/as migrantes que se encuentren en situación irregular
. 
Además, un aspecto fundamental identificado en el artículo 9 de la ley, es el compromiso del Estado de brindar información gratuita a los migrantes y sus familias, tanto con relación a los derechos que les asisten, como en lo relativo a los trámites que requieren para su admisión, permanencia y egreso.
Al respecto vale destacar, que el Estado Argentino ha implementado, durante el desarrollo del plan de regularización de migrantes provenientes de países miembros del Mercosur, Patria Grande, interesantes medidas para garantizar el real acceso a la información en lo referente a los trámites migratorios correspondientes a dicho plan. En efecto, en atención a la integración multicultural de la región, la campaña de difusión contó con propaganda gráfica y escrita en idiomas del Mercosur, entre los que se incluyeron el quechua y el guaraní. En relación, tras la posterior publicación de las cifras del programa Patria Grande, se advierte que un gran porcentaje de la población implicada no culminó el trámite de regularización
. Al respecto, consideramos relevante que el Estado investigue para dar a conocer las causas y consecuencias del gran número de personas que no han concluido exitosamente con dicha tramitación. 
Finalmente, nos incumbe destacar que, hace poco más de un año, la sanción del Decreto de Reglamentación de la Ley de Migraciones Nº 616/2010
, indicó respecto a la política migratoria, que la Argentina ha “redefinido su política migratoria respecto de la cerrada, arbitraria y expulsiva política de antaño, en procura de la protección de las personas en el goce de sus derechos”. Pero no obstante la coherencia existente entre ambos instrumentos, el decreto omite la referencia a varios artículos de la ley cuya reglamentación habría resultado de fundamental importancia, por cuanto los mismos introducen restricciones al ejercicio de derechos humanos. Particularmente nos referimos a la total omisión de reglamentación de los artículos que restringen los derechos laborales a migrantes con carácter irregular o transitorio, art. 16, 52 y 53. En el mismo sentido, sorprende que tampoco se halle reglamentado el artículo 25 de la Ley, toda vez que en la parte final del mismo se refiere a que tras el vencimiento del plazo de prórroga de permanencia en el territorio para residentes temporarios o transitorios, estos “deberán abandonar el mismo al expirar dicho plazo”.
b) Necesidad de armonizar la legislación nacional: Preocupaciones de FCCAM en torno a la presencia de normas y prácticas que vulneran el principio de pacta sunt servanda.
Si bien es cierto que tanto la Ley 25871 y su decreto reglamentario vienen a superar una política migratoria de desigualdad y hostigamiento hacia las personas migrantes que se ha desarrollado durante décadas, aun persiste en la República Argentina un marco normativo en franca contradicción con la nueva normativa, cuya vigencia y aplicación tornan ilusorios los principios y derechos consagrados en la nueva ley.

El artículo 84 de la Convención sobre Trabajadores Migrantes dispone que “Cada uno de los Estados Partes se compromete a adoptar las medidas legislativas y de otra índole que sean necesarias para aplicar las disposiciones de la presente Convención”, lo que supone la necesidad de una adecuación normativa integral a la misma y en tal sentido resultará determinante la eliminación de normas residuales que amenazan y en la práctica vulneran los derechos y garantías de los trabajadores migrantes y miembros de sus familias de modo tal que la consecución del cumplimiento de los mismos muchas veces depende de gestiones individuales que concluyen necesariamente en la judicialización de casos individuales para la satisfacción de un derecho.
b. I) Normativa nacional en torno a pensiones no contributivas y asignaciones familiares
 En numerosas oportunidades la FCCAM manifiesta la sugiere tener en cuenta la persistencia de normativa que podría quebrantar el principio de igualdad, discriminando por la cualidad de extranjero/a a las personas migrantes que habitan el territorio argentino, e incluso, perpetuando el trato desigual a niños y niñas nacidos en el país como consecuencia del origen nacional de sus padres.
Nos referimos a los decretos relativos a pensiones no contributivas, por discapacidad o para personas mayores de edad y al plan para madres con más de 7 hijos, que dejan al margen de los beneficios a personas migrantes, exigiendo un excesivo período de residencia en el país para poder tener acceso a los mismos, de manera que vienen a restringir derechos constitucionalmente reconocidos.
En el mismo sentido, en la norma argentina existe un amplio margen de desigualdad en perjuicio de familias en las cuales los progenitores no poseen documento nacional de identidad y pese a encontrarse regularmente en el territorio, no tienen acceso al beneficio de la asignación universal por hijo
, incluso a pesar de que los/as hijos/as hubieran nacido en Argentina y posean documentación nacional. 
El Decreto Nacional 432/07
, reglamenta lo relativo a las pensiones a la vejez y por invalidez, indicando en su artículo 1º, los requisitos a tener en cuenta para solicitar el beneficio, disponiendo en en sus incisos c) y d) la necesidad de acreditar identidad, edad y nacionalidad mediante el Documento nacional de identidad (en adelante DNI), indicando además que el solicitante deberá “ser argentino nativo o naturalizado, residente en el país. Los naturalizados deberán contar con una residencia continuada en el mismo de por lo menos cinco (5) años anteriores al pedido del beneficio…”. Luego, el inciso e) del mismo artículo dispone que “los extranjeros deberán acreditar una residencia mínima continuada en el país de VEINTE (20) años. La condición de tal residencia será demostrada con la presentación del Documento Nacional de Identidad para Extranjeros. La fecha de radicación que figura en el documento de identidad hace presumir la residencia continuada en el mismo a partir de dicha fecha”. 
De la normativa citada es posible advertir que el principio de igualdad ante la ley se encuentra relativizado en razón de un periodo de tiempo demasiado extenso, el que para ser evaluado, tendrá en cuenta la fecha que figura en el DNI, a pesar de que es sabido que una persona puede encontrarse residiendo regularmente en el país, obteniendo dicho documento recién luego de varios años. Al respecto, la FCCAM tiene conocimiento respecto de numerosos casos en los que el trámite para obtener la documentación ha llegado a durar 3 años
. 
En relación entendemos oportuno citar la elocuente jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos (en adelante Corte IDH) por cuanto ha mencionado que “existe un vínculo indisoluble entre la obligación de respetar y garantizar los derechos humanos y el principio de igualdad y no discriminación. Los Estados están obligados a respetar y garantizar el pleno y libre ejercicio de los derechos y libertades sin discriminación alguna. El incumplimiento por el Estado, mediante cualquier tratamiento discriminatorio, de la obligación general de respetar y garantizar los derechos humanos, le genera responsabilidad internacional
”

Concurrentemente, el decreto 582/2003
, modifica el anterior nombrado para restringir aún más el acceso a pensiones no contributivas a personas migrantes de mayor edad, exigiendo una residencia mínima continuada de CUARENTA (40) años en el país
. Al respecto vale destacar, que tal restricción no obedece a un masivo aumento de la migración de personas en condiciones de acceder al beneficio desde 1997 hasta la fecha. En relación la FCCAM considera que el decreto nombrado es manifiestamente contrario al principio de no regresividad consagrado en materia de derechos humanos a nivel internacional. A su vez, la exigencia del mínimo de 40 años de residencia continuada afecta duramente a un gran número de migrantes que se encuentran residiendo en el país desde hace muchos años y que por causas ajenas a su voluntad no han podido regularizar su situación migratoria, en atención al reconocimiento posterior del Estado argentino “… respecto de la cerrada, arbitraria y expulsiva política de antaño…
”.
En todo lo relativo a la falta de adecuación normativa que como dijimos, contraría el principio según el cual el Estado se halla obligado a cumplir de buena fe las Convenciones internacionales voluntariamente signadas, la FCCAM desea expresar su extrema preocupación en lo relativo a la restricción de la posibilidad de acceder a las asignaciones familiares en perjuicio de niños, niñas y adolescentes por razón de su origen nacional o el de sus progenitores. Al respecto el Decreto 1602/2009
, que regula la legislación relativa a las asignaciones familiares, claramente destaca en su extensa lista de considerandos, la necesidad de adoptar “políticas públicas que permitan mejorar la situación de los menores y adolescentes en situación de vulnerabilidad social” y recuerda igualmente que “la ley 26061 tiene por objeto la protección integral de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes que se encuentren en el territorio de la República Argentina, para garantizar el ejercicio y disfrute pleno, efectivo y permanente…
”
Más adelante, el artículo 14 del mismo decreto establece los requisitos para acceder a la Asignación Universal por hijo, entre los que dispone: “a) que el menor sea argentino, hijo de argentino nativo o por opción, naturalizado o residente, con residencia legal en el país no inferior a tres años previos a la solicitud. b) acreditar la identidad del titular del beneficio y del menor, mediante Documento Nacional de Identidad. (…)”. De este modo la disposición reglamentaria restringe a los niños/as y adolescentes nacionales, la protección integral que la ley 26061 otorga a niñas/os y adolescentes que se encuentren en el territorio de la República Argentina y aún resulta restrictiva también a la infancia vulnerable nacida en el país, cuando sus padres no pudiesen acreditar su identidad con un Documento Nacional de Identidad.
Por otra parte, si entre los considerandos se advierte que existe una predisposición favorable a la adopción de políticas que permitan mejorar la situación de menores y adolescentes, resulta contradictorio referirse a los adultos -padres, tutores y/o consanguíneos- como “los beneficiarios”, puesto que quita a las personas menores de edad la cualidad de sujeto de derecho, retrocediendo al criterio de “objeto de protección”, siendo esto particularmente perjudicial para la asignación del beneficio a niños argentinos que se encuentran bajo la responsabilidad de adultos no nacionales.

La FCCAM, al igual que otras instituciones abocadas a la protección de la infancia migrante, considera particularmente preocupante que en la práctica, resulta imposible acceder al beneficio en los casos de menores de edad cuyos progenitores no posean documentación nacional, incluso cuando aquellos hubieran nacido en el país
. 
Finalmente, para acceder al beneficio de pensiones no contributivas para madres con 7 o más hijos, el decreto 2360/90
 dispone -independientemente de la nacionalidad de los niños- que debe tratarse de una mujer argentina o naturalizada y en caso de ser extranjera, la misma deberá probar una residencia mínima y continuada de 15 años. Esta disposición -según nuestro entender- genera un notorio margen de desigualdad en el acceso a estos beneficios que tienen por objeto la satisfacción de necesidades básicas para la protección de la protección de la infancia, puesto que la exigencia se aplica incluso cuando la mujer hubiera tenido a todos sus hijos en el país y estos fueran argentinos.
De lo expuesto surge que a pesar de los avances de la última década en materia de derechos reconocidos a las personas migrantes, en la República Argentina persisten normas que resultan contrarias a la Convención sobre Trabajadores Migrantes y cuya aplicación resulta naturalizada en la práctica, de modo tal que en muchos casos la satisfacción de los derechos humanos resulta ser excepcional, dependiente de una decisión judicial y no de la efectiva aplicación del principio constitucional de igualdad ante la ley.
Al respecto si bien la FCCAM reconoce que el Estado tiene plena discrecionalidad en cuanto al establecimiento de políticas migratorias que no quebranten derechos fundamentales, sería igualmente oportuno que el Estado exteriorice las razones e identifique los motivos por los cuales se considera que una restricción desigual al acceso de beneficios para satisfacer necesidades básicas, en razón al origen nacional de las personas, no vulnera el derecho de toda persona a no sufrir discriminación.
c) Los derechos laborales de los trabajadores migrantes en la Ley 25.871
La FCCAM considera particularmente relevante abordar la cuestión relativa a los derechos laborales de los trabajadores y trabajadoras migrantes en la nueva ley, puesto que preocupa la situación en la que se encuentran miles de habitantes del territorio que carecen de documentación regular, ya que mayormente la falta de regularización de la situación migratoria no siempre obedece a la voluntad o el desinterés de las partes, puesto que en algunos casos -cuales fueran los de migrantes extra Mercosur- existen requisitos de ingreso de muy difícil complimiento
. 
La ley actual destaca entre sus principios generales el de promover la inserción e integración laboral de los migrantes que residan en forma legal
, al tiempo que también dispone que “El Estado…, asegurará el acceso igualitario a los inmigrantes y sus familias en las mismas condiciones de protección, amparo y derechos de los que gozan los nacionales, en particular lo referido a servicios sociales, bienes públicos, salud, educación, justicia, trabajo, empleo y seguridad social
”. 
Más adelante, la ley menciona en el artículo 51 que “Los extranjeros admitidos o autorizados como residentes permanentes podrán desarrollar toda tarea o actividad remunerada o lucrativa por cuenta propia o en relación de dependencia”. Al respecto, la Convención sobre Trabajadores Migrantes, introduce el concepto de trabajador por cuenta propia como “todo trabajador migratorio que realice una actividad remunerada sin tener un contrato de trabajo y obtenga su subsistencia mediante esta actividad, trabajando normalmente solo o junto con sus familiares…”. Por su parte el decreto 616/2010 si bien no reglamenta el artículo 51, al reglamentar el artículo 23, a), dispone que para entender el concepto de trabajador migrante “…se tendrán en cuenta las definiciones y condiciones establecidas por la CONVENCION INTERNACIONAL SOBRE LA PROTECCION DE TODOS LOS TRABAJADORES MIGRATORIOS Y DE SUS FAMILIARES…”
. Pero cuando la ley define al trabajador migrante, a los fines de considerarlo residente temporario, indica que se le otorgará un “permiso para trabajar bajo relación de dependencia”, excluyendo de esta subcategoría al trabajador por cuenta propia.
En relación, la FCCAM desea destacar que existe en la práctica una plena imposibilidad para que una persona pretenda su regularización para establecerse en el país como trabajador por cuenta propia, toda vez que, a pesar de que la ley asegura reconocer ese estatus, en el trámite para llevar a cabo la residencia temporaria bajo la categoría “trabajador”, se impone la condición de presentar un contrato de trabajo previo -sólo los migrantes de países miembros del Mercosur no se encuentran alcanzados por este requisito-.
En otro orden aún más preocupante, la nueva ley prohíbe de manera absoluta el derecho a trabajar a todos “los extranjeros que residan irregularmente”
, nuevamente, nada dice al respecto el decreto reglamentario de la misma. Más tarde, el artículo 56 con cierto tinte proteccionista indica que la misma prohibición no exime al empleador o dador de trabajo del cumplimiento de las obligaciones emergentes de la legislación laboral respecto del extranjero, “cualquiera sea su condición migratoria”. Por su parte el decreto, al reglamentar el mismo artículo
, asegura a las personas migrantes la posibilidad de obtener asesoramiento jurídico gratuito. 
Si bien la nueva normativa resulta alentadora, la FCCAM sostiene su inquietud por el hecho de que el Estado tenga conocimiento de la permanencia en el país de una considerable cantidad de personas migrantes que se encuentran en condiciones de documentación irregular
, puesto que si a éstas les está prohibido acceder a un trabajo remunerado, cabría el interrogante de cuáles son los medios de subsistencia de los que se valen para vivir. Así las cosas, el Estado estaría colocando a este sector de la población en una posición de plena vulnerabilidad, esto es, que se estaría asumiendo una ficción según la cual pareciera que estas personas nunca ingresaron al país o ya no se encuentran en él; o que de encontrarse residiendo irregularmente en el territorio argentino no tienen necesidades de acceder a un empleo para subsistir -lo que implicaría que al menos 187759
 personas vivan de ingresos que provienen de subsidios de otro Estado, de otros familiares o de la renta de bienes propios-; o que en efecto, se encuentran trabajando en el mercado irregular de trabajo. En consecuencia, de darse éste último supuesto, la FCCAM entiende que resulta riesgosa la conducta del Estado, en cuanto a que no implementa una política efectiva de protección de las personas migrantes en situación de documentación irregular puesto que se ven obligadas a aceptar jornadas de trabajo muy extensas con remuneraciones irrisorias y desprovistas de las mínimas garantías que le corresponden por la condición de trabajador/a. 

 En adición, la eventual posibilidad de que las personas migrantes que se encuentran inmersas en el mercado irregular de trabajo tengan acceso efectivo a la tutela de sus derechos y aun existiendo la posibilidad de obtener asesoramiento jurídico gratuito
, en la práctica se torna ilusoria la satisfacción efectiva de los derechos laborales
 como consecuencia de un proceso judicial ordinario en sede laboral, lo que claramente controvierte el artículo 18 de la Convención sobre Trabajadores Migrantes
, por cuanto es notoria la desigualdad existente entre trabajadores migrantes y trabajadores nacionales respecto de la protección de sus derechos en sede judicial.
Teniendo en consideración lo precedentemente expuesto, consideramos que resulta indispensable la inmediata adopción de políticas serias por parte del Estado argentino, que se orienten a la protección integral de los derechos de las personas migrantes. De asumirse la ficción de que las personas que habitan en el territorio argentino -sin la documentación requerida-, prescinden de la necesidad de trabajar dignamente, se estará facilitando el terreno a quienes pretendieran sacar provecho de esa penosa situación, para la comisión de crímenes vinculados con la trata de personas y el sometimiento a la esclavitud. Dichos supuestos, a los que se encuentran particularmente expuestas las personas migrantes que carecen de documentación regular en el país de acogida, no son ajenos a la República Argentina, prueba de ello son las no poco frecuente denuncias públicas de los últimos tiempos
.
d) El derecho a trabajar y las mujeres migrantes en Argentina: doble discriminación 

La afirmación precedente, tiene su principal basamento en las denuncias individuales que ha recibido la FCCAM durante la última década, tras la consulta espontánea de mujeres migrantes provenientes principalmente de los vecinos países de Bolivia, Paraguay y Perú. Al afirmar que se trata de un sistema de doble discriminación, hacemos principal hincapié en los roles estratificados de la mujer migrante en Latinoamérica, generalmente subordinados a un régimen patriarcal de dominación en el que sólo es admitida dentro de un estrecho margen de labores, relacionadas principalmente con extensas jornadas de trabajo en el sector del servicio doméstico, personal y últimamente, de la industria textil.
Dentro del mercado irregular de trabajo, la mujer migrante es frecuentemente víctima de discriminación en dos sentidos: por su cualidad de mujer, asumiendo un rol productivo y reproductivo y desde donde se encuentra expuesta por la especial vulnerabilidad al acoso sexual y otras formas de violencia en razón del género y por su condición de migrante que la coloca en un estado de mayor precariedad en relación a la mujer no migrante, por lo que muchas veces se encuentra en la necesidad de aceptar trabajos irregulares en condiciones degradantes, para paliar situaciones de necesidad extrema, quedando aun más expuesta a riesgos de acoso y otras formas de violencia contra la mujer
. Las cargas familiares y laborales a las que deben responder las mujeres migrantes, suelen consumir la totalidad de su tiempo, de manera que su situación de documentación irregular se ve muchas veces obstaculizada por la disponibilidad temporal con la que cuentan. No obstante, conforme a la experiencia de nuestra institución, las consultas por trámites de regularización migratoria son más frecuentes de parte de mujeres que de hombres, lo que por un lado ratifica el hecho de que en la actualidad se asiste a una feminización de la migración. 

Al respecto, estudios de instituciones especializadas han develado que, en efecto, en los últimos 20 años la inmigración hacia la Argentina provino fundamentalmente de Bolivia, Paraguay y Perú y asimismo, estuvo en todos los casos acompañada por el descenso de los índices de masculinidad”
. En dicho marco además, existe una tendencia a procurar insertarse dentro del Área Metropolitana de Buenos Aires (AMBA), circunstancia ésta que se encuentra “estrechamente ligada con la inserción en el sector servicios, en particular el servicio doméstico y los servicios personales, reproduciendo una trayectoria migratoria inicial en cierta medida similar a la de las migrantes internas”
. Esta circunstancia, ha evidentemente generado un aumento en la demanda de empleo, lo que optimizó un contexto de explotación en la contratación irregular que muchas veces se lleva a cabo en situaciones abusivas que vulneran gravemente derechos de las mujeres.
Por otro lado, las mujeres migrantes tienen mayor tendencia a permanecer en ese contexto laboral degradante, para poder satisfacer necesidades mínimas de alimentación y vivienda de ellas y de sus hijos, máxime teniendo en cuenta que existe un alto índice de mujeres que son el único sustento del grupo familiar. En tales circunstancias, hemos recibido testimonios de madres migrantes que se presentan en un estado de desesperación extrema: viven en condiciones de máxima precariedad, no pueden colocar a sus niños más pequeños en establecimientos educativos para la primera infancia, puesto que no existen cupos suficientes para satisfacer la demanda en las zonas más desventajadas) y deben cumplir con un horario de trabajo que supera las doce horas diarias bajo amenaza de ser despedidas sin previo pago de indemnización. 
En este contexto, las mujeres migrantes se encuentran altamente expuestas a patrones de violencia generalizada, sea por los empleadores o por los dadores de alojamiento (en general se trata de pensiones precarias o incluso edificios usurpados) y les resulta sumamente difícil iniciar una denuncia policial o un trámite administrativo toda vez que “lo que está en juego” son necesidades extremas cuya satisfacción depende exclusivamente de ellas.

d. I) El empleo doméstico irregular y las trabajadoras textiles

Otra situación que hemos adelantado al inicio de esta sección tiene que ver con el ámbito de oferta de empleo para mujeres migrantes. Al respecto podemos decir en base a nuestra experiencia, que en el AMBA es posible registrar una amplia variedad de empleos destinados a ser desarrollados por hombres migrantes, mientras que la oferta de empleo dirigida a mujeres se localiza fundamentalmente en el servicio doméstico, cuidado de personas mayores o niños, y trabajo en talleres textiles, en todos los casos - mujeres y hombres migrantes en situación de documentación irregular o no- se cumplen extensas jornadas de trabajo en situaciones extremas. No obstante, en América Latina los empleos en el servicio doméstico u otros relacionados con los cuidados y la atención personal, son más proclives a desarrollarse en situaciones de irregularidad. Al respecto el mayor problema existente -a nuestro juicio- es el hecho de la “naturalización”(a nivel social) de la idea de la innecesariedad de regularizar a una trabajadora en el empleo doméstico, puesto que se perpetúa su situación de irregularidad en el mercado laboral. Lo mismo sucede con las trabajadoras del área textil
, desde donde hemos recibido múltiples denuncias a comienzos de la década del 2000, y nos hemos involucrado activamente sin obtener mayores logros
.

e) Situación de los/as trabajador/as por cuenta propia y del trabajo ambulante.
Tal como se ha señalado oportunamente, la ley Argentina sobre migraciones, prohíbe de manera tajante la posibilidad de trabajar a personas que se encuentren en una situación migratoria de documentación irregular. No obstante, el trabajo irregular se desarrolla masivamente en diversos sectores de la economía nacional, generando innumerables beneficios para quienes lo aprovechan y graves perjuicios a quienes se ven en la necesidad de acudir a este recurso para lograr un sustento mínimo.
 En un sector mínimamente aventajado se encuentran quienes han tenido la oportunidad de lograr una documentación que les permita la inserción al mercado regular de trabajo, pero en ese caso, las condiciones de acceso estarán dadas también por distintos factores que riman notoriamente con criterios discriminatorios en la inclusión, tales como procedencia étnica, manejo del idioma español, nivel de educación y origen nacional. En este contexto quedan excluidas del mercado laboral regular, todas aquellas personas que no reúnan los requisitos que se pretendan imponer y por lo tanto procuran valerse medios para el desempeño autónomo de tareas comerciales que faciliten un ingreso de sustento mínimo.

En una subcategoría de los/as trabajadores/as por cuenta propia se encuentran los trabajadores ambulantes. Se trata de personas que acceden a una determinada cantidad de mercadería con la cual, a su venta en la vía pública, logran un ingreso que les permite la satisfacción de necesidades básicas a nivel personal y del grupo familiar. Esta categoría de trabajo se ve criminalizada por actos de abuso de autoridad e incluso por desconocimiento de la norma de funcionarios/as que ejecutan actos de vigilancia en la vía pública.
En el AMBA se aplican algunas de medidas de “control” a los vendedores ambulantes, podría poner en riesgo sus condiciones de inseguridad e inestabilidad para valerse de medios que les permitan un sustento digno, puesto que muchas veces estos controles están orientados a reducir o desplazar de determinadas zonas el trabajo ambulante. En este sentido existen criterios que ponen bajo sospecha la legitimidad de esta modalidad de trabajo, los cuales suelen expresarse en decisiones judiciales o administrativas. Así, se ha tenido conocimiento de procedimientos que concluyeron con incautaciones de mercadería en determinados puntos de la ciudad, incluso a pesar de las disposiciones del código contravencional de la Capital Federal, que si bien prohíben ciertas actividades lucrativas en la vía pública, bajo sanción de multa
, también indica que “No constituye contravención la venta ambulatoria en la vía pública o en transportes públicos de baratijas o artículos similares, artesanías y, en general, la venta de mera subsistencia…”(el subrayado nos pertenece).

Así, si bien la norma no prohíbe la venta ambulante para la subsistencia personal y/o familiar, en muchos procedimientos de control, suele suceder que se procede primero a la retención preventiva de la mercadería de los trabajadores, presumiendo la comisión de una contravención o un delito sometido a investigación. Esta circunstancia, resulta particularmente desfavorable a las personas migrantes quienes, incluso teniendo permiso para desempeñar tareas lucrativas, en algunos casos
, el hecho de no poseer documento nacional de identidad, constituye un impedimento para determinados trámites administrativos que le permitieran recuperar la mercadería por los mismos medios que otros trabajadores nacionales en la misma situación
, situación que nuevamente vulnera el artículo 18 de la Convención sobre Trabajadores Migrantes.

f) La discriminación como obstáculo a la efectiva realización de los derechos de las personas migrantes.

El derecho a la no discriminación
 ha sido reconocido como constitutivo del ius cogens internacional y como tal constituye un prerrequisito para el acceso a la satisfacción de otros derechos inherentes a la persona humana por su única condición de tal.
En la Declaración de Durban
, se afirmó que la xenofobia contra los no nacionales, en particular los migrantes, constituye una de las causa principales del racismo contemporáneo. Como consecuencia de la antigua legislación a la que hemos venido haciendo referencia, y de otras causas de naturaleza abstracta inmersas en la historia nacional, la República Argentina no se encuentra ajena a éste fenómeno y en efecto, es posible advertir la existencia de situaciones de discriminación fundadas en el origen no nacional y/o racial de las personas migrantes que habitan el territorio.

La discriminación sin dudas representa el principal obstáculo en el goce de derechos en un plano de igualdad con respecto a los nacionales y en este sentido, en la actualidad se advierte que miles de personas migrantes manifiestan serios problemas al intentar la satisfacción de sus derechos por los medios habituales, toda vez que en múltiples ocasiones existen actitudes xenófobas y discriminatorias en su perjuicio.

En este sentido, la FCCAM lamenta los dramáticos episodios del Parque Indoamericano en la Ciudad de Buenos Aires (diciembre 2010), en los cuales cientos de familias migrantes de Latinoamérica fueron víctimas directas de discriminación y criminalización, que generaron reacciones hostiles dando lugar a enfrentamientos que dejaron como saldo la pérdida de la vida de tres personas migrantes
. 
Finalmente, la discriminación resulta aún más dramática cuando está dirigida hacia niños/as y adolescentes migrantes, puesto que se genera una exclusión prematura del entorno social y consecuentemente de los medios necesarios para desarrollar un proyecto de vida digna.

La FCCAM ha sido testigo de experiencias en las que la discriminación y la xenofobia son causales de graves daños a la integridad personal de la infancia, situación que resulta aún más grave cuando la misma se origina en las instituciones educativas, sea directamente por parte de las autoridades y docentes, o por la frecuente “naturalización” de comportamientos sociales que se representan como bromas o caracterizaciones generales sobre personas provenientes de otros países.
En este sentido, nos resulta inquietante que siendo evidente la existencia de esta problemática, y pese a reconocerse el aumento de los flujos migratorios desde países de todos los continentes del globo, lo que supone una composición pluricultural de la migración, en Argentina continúan existiendo criterios fuertemente discriminatorios a nivel social e institucional. Un claro ejemplo de lo mencionado son las conocidas expresiones de racismo en ocasión de la celebración de espectáculos deportivos, particularmente de fútbol, en donde parece haber cierto grado de tolerancia a las violentas reacciones populares en razón del origen racial o nacional de las personas. 
Al respecto resulta oportuno mencionar que en Argentina, como en muchos otros países, el fútbol constituye un aspecto sustancial de la sociedad
. Sin exagerar decimos por un lado, que representa un fenómeno sociabilizador que puede resultar importante en la infancia y la adolescencia, traduciéndose su efecto hacia otros espacios de la sociedad tales como escuelas, instituciones, universidades, etc. Por otra parte, independientemente del sector social-económico del que se trata, los elementos constitutivos de los aspectos más cotidianos de la sociedad, en ocasiones se representan legitimados en el fútbol como “folclóricos” y no parece existir mayores preocupaciones o conductas positivas del Estado para combatirlos. No obstante, consideramos que la discriminación y la xenofobia en los espectáculos deportivos populares, representa uno de los fenómenos reproductores de violencia más alarmante de estos tiempos que es necesario erradicar puesto que pone en grave riesgo la dignidad de la persona humana en perjuicio de trabajadores migrantes y miembros de sus familias.

Conclusiones y Recomendaciones
En consideración de lo precedentemente expuesto, la FCCAM desea destacar que el Estado argentino ha implementado avances legislativos de gran importancia en lo referente a derechos fundamentales de trabajadores migrantes y miembros de sus familias, los cuales en gran medida concuerdan con los principios y derechos consagrados a nivel Constitucional y con los Pactos Internacionales sobre Derechos Humanos incorporados en la República Argentina con fuerza supra legal.

Pero no obstante los avances de carácter legislativo, en la práctica las personas migrantes que se encuentran en el territorio argentino experimentan serios obstáculos para la realización efectiva de tales derechos, principalmente como consecuencia de normas residuales, previas a la sanción de la actual ley 25871 y su decreto reglamentario, que aún mantienen su vigencia e incluso son implementadas desde distintos horizontes del país.
Al respecto, la FCCAM recomienda respetuosamente al Honorable Comité, invite al Estado a echar luz sobre los siguientes interrogantes:
- En lo relativo a las citadas normas que resultarían contrarias a la Convención sobre Trabajadores Migrantes y a la nueva Ley Nacional 25871, 
- ¿Qué políticas ha implementado, a nivel federal, para erradicar transversalmente las normas residuales que claramente afectan los principios de igualdad y no discriminación entre nacionales y no-nacionales?
- ¿Existen programas de capacitación a los funcionarios públicos encargados de implementar las disposiciones legales más progresistas por oposición a la práctica de la aplicación de las normas más restrictivas?

- La FCCAM sugiere respetuosamente al Honorable Comité, que inste al Estado a extender sus esfuerzos para lograr la efectiva implementación de las medidas que garanticen la accesibilidad a los derechos humanos reconocidos a favor de personas migrantes.
- Respecto de la prohibición del ejercicio de derechos laborales, la FCCAM entiende oportuno que el Honorable Comité solicite al Estado información acerca de: 

- ¿Qué fundamentos existen para determinar la prohibición del ejercicio de derechos laborales a los trabajadores migrantes que se encuentran en situación irregular? 
- Si el Estado tiene conocimientos certeros y estadísticas precisas acerca de los medios de subsistencia que implementan los trabajadores migrantes que permanecen en el territorio en situación irregular. 
¿En qué medida se efectiviza la garantía de acceso a la justicia cuando se trata de protección de derechos laborales de trabajadores migrantes con documentación irregular?

- Si el Estado no considera que eventualmente, las personas migrantes irregulares, excluidas de la posibilidad de acceder a un trabajo en términos regulares, en atención a la condición de particular vulnerabilidad de su estatus migratorio, podría ser víctima de redes de trata o tráficos de personas que quebranten gravemente sus derechos fundamentales reconocidos por la legislación nacional.

-En relación al Programa de Regularización Migratoria “Patria Grande”, la FCCAM considera oportuno que el Estado brinde información acerca de:
 - ¿Cuáles han sido las principales razones que condujeron a que más de la mitad de las personas que iniciaron el trámite de regularización no hayan concluido con el mismo? 

- ¿Cuál es el porcentaje de estas personas que efectivamente regresaron a su país de origen y que porcentaje de las mismas permanece en el país en situación irregular?

- Respecto de quienes permanecen en situación irregular en el territorio argentino: ¿Qué políticas ha adoptado el Estado para que éstas personas no se vean afectadas por los riesgos que plantean el trabajo irregular -sin las garantías legales laborales-, la probabilidad de ser víctimas de delitos que tiene que ver con el tráfico, la trata y otros modos de violencia a los que se encuentran expuestas las personas migrantes en situación de documentación irregular.
- Finalmente, en cuanto al derecho humano a la no discriminación, la FCCAM sugiere respetuosamente, se invite al Estado a informar respecto de:
-Las políticas positivas existentes, a nivel nacional y provincial, para erradicar las prácticas y comportamientos discriminatorios hacia personas migrantes.
- Las medidas existentes orientadas a combatir activamente las prácticas o los episodios de discriminación que pudieran tener mayor incidencia en la opinión pública, tales como los mencionados en los espectáculos deportivos.
- En qué grado se encuentra la investigación para el juzgamiento de los responsables y la reparación integral de las víctimas de los episodios ocurridos en el Parque Indoamericano de la Ciudad de Buenos Aires, en los que perdieron la vida los ciudadanos bolivianos Rosemarie Cupeña y Juan Castañares Quispe y el ciudadano paraguayo Bernardo Salgueiro.

Buenos Aires (Argentina), 27 de Julio de 2011
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� Constitución Nacional Argentina, artículo 20. 


Disponible en http://www.argentina.gov.ar/argentina/portal/documentos/constitucion_nacional.pdf


� Constitución Nacional Argentina, artículo 25- El Gobierno Federal fomentará la inmigración europea; y no podrá restringir, limitar ni gravar con impuesto alguno la entrada en el territorio argentino de los extranjeros que traigan por objeto labrar la tierra, mejorar las industrias, e introducir y enseñar las ciencias y las artes. 


� Ley de Inmigración y Colonización Nº 817 (sancionada el 6 de Octubre de 1876) publicada en el R.N. 1874/77, página 491


� La Ley de residencia 4144 (también conocida como Ley Cané, en alusión al senador Miguel Cané, quien fuera el creador del proyecto de ley) fue sancionada por el Congreso de la Nación Argentina en 1902 y permaneció vigente hasta 1958, derogada bajo el mandato presidencial del Dr. Arturo Frondizi. Tuvo como principal objetivo impedir las “molestias ocasionadas” por los anarquistas y/o socialistas que planteaban derechos sindicales.


� A modo de ejemplo, la ley de Residencia de Extranjeros, del 22 de Noviembre de 1902, en su artículo 1º otorgaba al Poder Ejecutivo amplias facultades para impedir el ingreso, detener, acusar, juzgar y expulsar a todo extranjero “cuya conducta comprometa la seguridad nacional o perturbe el orden público”, pudiendo obviar la esfera judicial.


� Decreto Nº46 de 17/06/1970 - publicado el 29/06/1970, política Nº 15. Presidencia de facto del Gral. Roberto Levinston.


� LEY 22439/81 (PUBLICADO EN EL B.O. Nº 27/03/1981) - SANCIONADA Y PROMULGADA: 23 DE MARZO DE 1981. Con carácter ejemplificativo, el artículo 2 establecía que “El Poder Ejecutivo, de acuerdo con las necesidades poblacionales de la República, promoverá la inmigración de extranjeros cuyas características culturales permitan su adecuada integración en la sociedad argentina”. (el subrayado nos pertenece), igualmente, el artículo 20 disponía que, “La autoridad de migración podrá cancelar la residencia temporaria o transitoria acordada, cuando se desnaturalizaren los motivos que se tuvieren en cuenta para otorgarla”.
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� B.O. 21/01/04 Ley de Migraciones Nº25.871 (PLN) Política Migratoria Argentina. Derechos y Obligaciones de los extranjeros. Atribuciones del Estado. Admisión de extranjeros a la República Argentina y sus excepciones. Ingreso y egreso de personas. Obligaciones de los medios de transporte internacional. Permanencia de los extranjeros. Legalidad e ilegalidad de la permanencia. Régimen de los recursos. Competencia. Tasas. Argentinos en el exterior. Autoridad de aplicación. Disposiciones complementarias y transitorias.


� Ratificada por la República Argentina el 23 de febrero de 2007, incorporada por Ley Nº 26202


� Ley 25871 (supra nota 10) artículo 4.


� Ley 25871 (supra nota 10) artículos 52 y 53. No reglamentados por el decreto 616/2010


� “Patria Grande en Cifras” 


- 423.697 fue la cantidad de personas inscriptas en el Programa.


- Se otorgaron 98.539 radicaciones permanentes.


- Y se otorgaron 126.385 radicaciones temporarias.


- 187.759 de los inscriptos no completaron la documentación requerida para el trámite de regularización. 


Ver estadísticas completas en: http://www.migraciones.gov.ar/pdf_varios/estadisticas/Patria_Grande.pdf


� Publicado en B.O. el 06/06/2010


� Decreto 1602/09 que a través de la Ley N° 24.714 se instituyó con alcance nacional y obligatorio un Régimen de Asignaciones Familiares.


� Decreto Nacional 432/97. Decreto Reglamentario. Pensiones a la Vejez y por Invalidez. Buenos Aires, 15 de Mayo de 1997. B.O. 20 de Mayo de 1997. Sobre Art. 9 de la Ley Nº13478, modificado por leyes Nros. 15705, 16472, 18910, 20267 y 24241 y la necesidad de reglamentar sus disposiciones.


� Si bien en la actualidad las autoridades de la Dirección Nacional de Migraciones asegura haber efectivizado el trámite y en consecuencia, la obtención del DNI no superaría los 6 meses, en los hechos esta afirmación se encuentra relativizada, puesto que el período difiere según se trate de personas que declaren su domicilio en la Capital Federal o en el interior del país, puesto que para este último caso el trámite suele duplicar el plazo previsto para el primero.


� Corte IDH, Opinión Consultiva OC-18/03 (de 17 de septiembre de 2003) sobre la Condición Jurídica y Derechos de los Migrantes Indocumentados, párr. 85


� Decreto 582/2003 - Bs.As. 12/08/2003, “Adecuación de la reglamentación para el otorgamiento de Pensiones a la vejez, establecida por el Decreto Nº 432 del 15 de Mayo de 1997, dentro del marco de los lineamientos de Políticas Sociales Implementados por el Ministerio de Desarrollo Social”


� Ibídem. Anexo I, Normas Reglamentarias para el Otorgamiento de Pensiones a la Vejez, Capítulo I Beneficiarios - Requisitos 1. Inciso d)


� Dec. Nac. 616/2010 (supra nota 15) Considerando. Párr. 8


� Decreto 1602/2009, Buenos Aires 29 octubre de 2009, reglamentario de las Leyes Nros. 24714 y 26061 y el Decreto Nº 897 de julio de 2007.


� Ley Nacional 26.061 DE PROTECCION INTEGRAL DE LOS DERECHOS DE LAS NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES. Publicado en el Boletín Oficial 30.887 del 18/04/2006. (El subrayado en el texto nos pertenece).


� La situación de falta de documentación afecta también a otros grupos sociales en estado de vulnerabilidad extrema, tales como comunidades indígenas, o familias inmersas en un contexto de pobreza extrema. 


� Decreto 2360/90 Reglamentación de la Ley N° 23.746 Bs. As., 8/11/90


� En relación, si bien los requisitos resultan relativamente accesibles para personas oriundas de países miembros del Mercosur, existen exigencias de cumplimiento casi imposible para personas que provienen de otros países, tales como el requisito de la existencia de un contrato de trabajo en relación de dependencia.


� Ley 25871 (supra nota 10), artículo 3, inciso h).


� Ibídem. Artículo 6 (el subrayado nos pertenece).


� (Supra nota 16)


� Ley 25871 (supra nota 10), artículo 53.


� Decreto 616/2010, art. 56: “Con el fin de obtener la protección y el reconocimiento de los derechos establecidos en el artículo 56 de la Ley Nº25871, los extranjeros podrán recurrir al asesoramiento que brindan los servicios jurídicos gratuitos que funcionan en el país, los cuales no podrán negarles atención debido a la falta de documentación argentina o a su calidad de extranjeros”


� Más allá de la experiencia propia de nuestra institución, la afirmación obedece a las cifras del programa de regularización “Patria Grande” (supra nota 15), según la cual 187.759 personas -provenientes de países miembros del Mercosur- no han regularizado su situación migratoria.


� Ídem. (supra nota 15)


� (supra nota 34)


� Nótese al respecto que el compromiso que asume el Estado se refiere sólo al asesoramiento jurídico gratuito, pero no menciona el efectivo patrocinio (independientemente que la posibilidad exista a partir de otras normas generales). Sucede que difícilmente los trabajadores migrantes en situación de documentación irregular que se encuentran en condiciones de reclamar la tutela jurídica de algún derecho, por la posibilidad de que su situación de irregularidad migratoria sea advertida y se encuentre ante la amenaza de recibir la orden de expulsión a la cual hace referencia el artículo 61 de la Ley 25871. Al respecto vale destacar, que los plazos generales de todo proceso contencioso laboral son notoriamente más extensos que el plazo previsto en la reglamentación del artículo 61 (30 días prorrogable por 30 días más).  


� Convención sobre Trabajadores Migrantes (supra nota 12) Artículo 18: “los trabajadores migratorios y sus familiares tendrán iguales derechos que los nacionales del Estado de que se trate ante los tribunales y las cortes de justicia.


� Ver por ejemplo en: Diario Página 12 “Cinco pedidos de detención por trata de personas”: “Las investigaciones involucran a dos empresas que emplearon a trabajadores rurales en condiciones infrahumanas”. Disponible en, http://www.pagina12.com.ar/diario/elpais/1-160735-2011-01-19.html Diario La Nación: “Crece el tráfico de personas en el país”: "la Argentina es un país de origen, de tránsito y de destino para el tráfico de hombres, mujeres y chicos que luego son comercializados para la explotación sexual y el trabajo forzado", disponible en: http://www.lanacion.com.ar/949890-crece-el-trafico-de-personas-en-el-pais. Diario El día: “Liberan a joven obligada a ejercer la prostitución” disponible en, http://www.eldia.com.ar/edis/20090517/poli_popu15.htm. Asociación Latinoamericana de Educación Radiofónica (ALER): “Argentina: Graves denuncias de trata de personas” viernes, 08 de Julio de 2011, disponible en :


http://www.aler.org/produccioninformativa/index.php/csm1/5615-argentina-graves-denuncias-de-trata-de-personas





� Idem.


� COURTIS, Corina; PACECCA, María Inés “Género y trayectoria migratoria: mujeres migrantes y trabajo doméstico en el Área Metropolitana de Buenos Aires Papeles de Población”, Vol. 16, Núm. 63, enero-marzo, 2010, pp. 155-185 Universidad Autónoma del Estado de México-México, pág. 6


Disponible en: http://redalyc.uaemex.mx/src/inicio/ArtPdfRed.jsp?iCve=11213201006


� Ibídem pág. 8


� La situación de explotación en talleres clandestinos de costura afectó y afecta exclusivamente a personas migrantes y de estas principalmente a mujeres. En Argentina se viene denunciando desde hace varias décadas y hasta la actualidad, la situación de talleres en los que desarrollan jornadas laborales de casi 20 horas en condiciones de hacinamiento extremo. Numerosos periódicos reconocidos han visibilizado esta situación desde hace más de una década. A modo de Ejemplo, ver: 


http://www.lanacion.com.ar/1011299-talleres-clandestinos-el-negocio-de-la-explotacion; http://edant.clarin.com/diario/2007/04/26/um/m-01407483.htm; http://www.telam.com.ar/vernota.php?dis=1&id=377046&idPub=198601&sec=1&tipo=N


� La FCCAM no cuenta con un servicio de patrocinio jurídico sin embargo sí se ofrece asesoramiento legal y asistencial en todo lo relativo a derechos de personas migrantes, asilados y/o refugiados políticos. En los casos a los que hacemos referencia, hubo un acompañamiento plural, desde las distintas áreas: asistencia social, asesoramiento jurídico, documentación y administración.


� Código Contravencional de la Capital Federal, Artículo 83 - Usar indebidamente el espacio público. Quien realiza actividades lucrativas no autorizadas en el espacio público, es sancionado/a con multa de doscientos ($ 200) a seiscientos ($ 600) pesos. 


Quien organiza actividades lucrativas no autorizadas en el espacio público, en volúmenes y modalidades similares a las del comercio establecido, es sancionado/a con multa de 5.000 a 30.000 pesos. 


No constituye contravención la venta ambulatoria en la vía pública o en transportes públicos de baratijas o artículos similares, artesanías y, en general, la venta de mera subsistencia que no impliquen una competencia desleal efectiva para con el comercio establecido, ni la actividad de los artistas callejeros en la medida que no exijan contraprestación pecuniaria.


� Los casos a los que hacemos referencia concurren a la FCCAM en donde reciben asesoramiento de las áreas de Asistencia Social y Asesoría Legal, desde donde se extienden notas o cartas de acompañamiento. No obstante nuestro compromiso con las personas migrantes que solicitan asistencia en este sentido, consideramos que no corresponde la situación de desigualdad puesto que la misma vulnera derechos fundamentales.


�A modo de ejemplo se sugiere la vista de los artículos siguientes:


 http://m24digital.com/2011/07/05/incidentes-con-vendedores-ambulantes-en-el-microcentro/


http://www.lanacion.com.ar/1387044-incidentes-en-una-protesta-de-vendedores-ambulantes-en-el-centro-porteno; http://www.eldiariodelarepublica.com/index.php?option=com_content&task=view&id=26681&Itemid=2


� ONU, Declaración Universal de Derechos Humanos, artículo 2: “1. Toda persona tiene todos los derechos y libertades proclamados en esta Declaración, sin distinción alguna de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición. …”


� World Conference against Racism, Racial Discrimination, Xenophobia and Related Intolerance Declaration Having met in Durban, South Africa, from 31 August to 8 September 2001, párr.13


� Para mayores informaciones, ver Comunicado del Presidente de la Comisión Episcopal para la Pastoral de las Migraciones y el Turismo en: �HYPERLINK "http://www.barilochedigital.com/noticias-policiales/5485-entre-dos-contrincantes-los-extranjeros-ponen-los-muertos.html"�http://www.barilochedigital.com/noticias-policiales/5485-entre-dos-contrincantes-los-extranjeros-ponen-los-muertos.html�. 


�A modo ilustrativo ver: "Discriminación en el fútbol argentino: la violencia que nadie quiere ver", ttp://www.canchallena.com/1352127-discriminacion-en-el-futbol-argentino-la--violencia-que-nadie-quiere-ver; "Reclamé por mis derechos como ciudadano", http://www.lanacion.com.ar/696227-grafite-reclame-por-mis-derechos-como-ciudadano; "Los futbolistas procedentes de países vecinos sufren por las habituales manifestaciones discriminatorias", http://espndeportes.espn.go.com/news/story?id=1239988&s=arg&type=story 





